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Señor 

JUEZ DEL CIRCUITO -REPARTO- 

Manizales  

 

Referencia: Acción de tutela contra providencia judicial. 

Derecho fundamental al debido proceso, defensa y contradicción. 

Accionante: MAURICIO GÓMEZ RODRIGUEZ 

Demandado: JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE MANIZALES  

 

MAURICIO GÓMEZ RODRÍGUEZ, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 75.086.881 

de Manizales-Caldas, obrando en nombre propio, por medio del presente escrito 

interpongo ACCIÓN DE TUTELA en contra del JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE 

MANIZALES, buscando la protección al derecho fundamental, al debido proceso, defensa 

y contradicción que viene siendo vulnerado con fundamento en los siguientes: 

 

 

I. HECHOS 

 

1. He realizado la ocupación pacífica, de buena fe y con ánimo de señor y dueño 

desde el mes de marzo del año 2020, en el predio denominado “LA MIRANDA” ubicado en 

la vereda “La Plata” en el municipio de Palestina-Caldas. 

 

2. Con ocasión de lo anterior, he realizado múltiples mejoras dentro del predio, tanto 

en la casa de habitación, como en la piscina y en general en el terreno, sembrando 

diferentes frutas y verduras, pues al momento de realizar la ocupación, el predio se 

encontraba en total abandono.  
 

3. De forma simultánea, se venía adelantando proceso de liquidación patrimonial del 

señor John Jairo Rendón dentro del Juzgado Primero Civil Municipal, bajo radicado 17001 

400 3001 2020 00249 00  quien de conformidad a lo dispuesto dentro del proceso es 

presunto propietario del bien. 
 

4. Por lo anterior, el bien en mención se encuentra dentro del proceso, como parte 

del patrimonio del deudor que va a ser liquidado. 
 

5. No tenía conocimiento de dicha situación, acontecimiento que es completamente 

ajeno a la posesión, ocupando el predio de buena fe, pues lo encontré totalmente 

abandonado.  
 

6. En el mes de febrero de 2021, dentro del proceso de liquidación se programó la 

diligencia de entrega del bien denominado “La miranda” de la secuestre al liquidador. 
 



7. La entrega del predio no se pudo llevar a cabo, habida cuenta que se reportó la 

novedad de que el bien se encontraba ocupado por el suscrito como poseedor de buena 

fe, diligencia en la que intervine manifestando mi calidad dentro de la misma.  
 

8. El 13 de abril de 2021, dentro del proceso de liquidación patrimonial, se programó 

nuevamente diligencia de entrega del bien denominado “La miranda” de la secuestre al 

liquidador, actuación que fue presidida por el inspector rural de la vereda La Plata del 

municipio de Palestina Caldas. 
 

9. Dentro de la diligencia en mención, el suscrito mediante apoderado judicial 

presentó oposición a la entrega del predio, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 

309 del Código General del Proceso, tal y como reposa en el acta del inspector que se 

aporta con la presente acción.  
 

10. El Inspector de Policía le dio trámite a la oposición presentada por el suscrito y la 

remitió al Juzgado Primero Civil Municipal de Manizales para que se pronunciara frente a 

la misma. 
 

11. El 19 de abril de 2021, mediante auto, el Juzgado Primero Civil Municipal de 

Manizales, rechazó de plano la oposición presentada por mi y ordenó la entrega del predio, 

valiéndose de la fuerza pública si es necesario, sin admitir oposición alguna, decisión que 

no fue motivada y que le negó al suscrito la posibilidad de ejercer su derecho a la defensa 

y contradicción dentro del trámite de entrega, en el que obra como tercero afectado por 

dicha diligencia.  
 

12. Mediante auto No. 001 la Inspección Rural de Policía de la Vereda la Plata, fijó 

como fecha de entrega del bien el 30 de junio de 2021, sin admitir oposición alguna, 

haciendo uso de la fuerza pública si es necesario y ordenando el desalojo de personas y 

animales del bien. 
 

13. A la fecha, pese a los pronunciamientos del suscrito y pese al conocimiento de la 

ocupación del predio de buena fe, el despacho no ha dado trámite a la oposición o ha 

adelantado algún trámite que garantice los derechos fundamentales al debido proceso, 

defensa y contradicción del suscrito, por el contrario, se ordenó la entrega del bien, 

afectando gravemente al suscrito en mi calidad de poseedor.  
 

14. En los términos del artículo 309 del C.G.P, no soy el deudor, ni tenedor del bien. 
 

15. A la fecha, el bien lleva ocupado de buena fe por mas de 15 meses, de forma 

pacifica y con animo de señor y dueño, con unas mejoras realizadas al mismo, teniendo 

derecho a ser escuchado dentro de la dilligencia de entrega y a ejercer sus derechos 

constitucionales de carácter fundamental de debido proceso, defensa y contradicción.  
 



16. Manifiesto expresamente no haber presentado acción de tutela por los mismos 

hechos y derechos. 
 

DEFECTO DE LA PROVIDENCIA JUDICIAL  
 

Las actuaciones del despacho, especialmente el auto proferido el 19 de abril del año en 
curso, incurrieron en los defectos especiales procedimental y decisión sin motivación, por 
las siguientes razones:  
 

a. Defecto procedimental: La jurisprudencia Constitucional manifestó que 
este defecto tiene dos modalidades, el defecto procedimental absoluto y 
el defecto procedimental por exceso de ritual manifiesto, frente al segundo 
tipo, ha precisado que se presenta esta causal cuando:  

 
“(i) no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la realización 
efectiva de los derechos de los ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente a la 
verdad jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (iii) 
porque aplica rigurosamente el derecho procesal, (iv) pese a que dicha 
actuación devenga en el desconocimiento de derechos fundamentales” 
 
El despacho omitió aplicar el artículo 309 del Código General del Proceso que 
contiene el trámite de las oposiciones que se presentan al momento de realizar 
la entrega, al rechazar de plano el 19 de abril de 2021 las oposiciones 
presentadas por el  suscrito, pese a que se había presentado durante la entrega 
y se había acreditado la posesión y las mejoras del bien por mi, por un periodo 
superior al año, aplicando rigurosamente el derecho procesal, pese a que dicha 
actuación devengó en el desconocimiento de los derechos fundamentales al 
debido proceso, defensa y contradicción.  
 
Durante la diligencia adelantada el 13 de abril del año en curso, el suscrito a 
través de apoderado judicial, se opuso a la entrega cumpliendo la totalidad de 
requisitos consagrados en la norma, siendo estos los siguientes:  
 

• La oposición no fue formulada por una persona contra quien se emitió la 
sentencia o por el tenedor a nombre de ella, la presentó el suscrito con ánimo 
de señor y dueño, obrando en calidad de poseedor del bien.  

• Se presentó prueba siquiera sumaria que acredita la posesión y las mejoras 
realizadas al bien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 309 del código 
General del Proceso.  

• El comisionado, es decir el inspector de policía realizó el respectivo informe y 
le dio trámite a la oposición y la remitió al juzgado comitente, es decir al 
Juzgado Primero Civil Municipal.  

 
Bajo el anterior entendido, el despacho debió adelantar el procedimiento 
consagrado en el numeral séptimo del artículo 309 del Código General del Proceso, 
es decir, que una vez recibido el informe del comisionado, debió abrir la etapa 
probatoria por el término de 5 días y posteriormente convocar a una audiencia en 
la que se practicaran las pruebas.  
 



Contrario a ello, procedió a rechazar de plano y sin motivación alguna la oposición 
y a ordenar que se realizara nuevamente la entrega, sin admitir oposición alguna 
y haciendo uso de la fuerza pública si es necesario, incurriendo así en el defecto 
procedimental por exceso ritual manifiesto.   
 

b. Defecto por decisión sin motivación: La Corte Constitucional ha 
manifestado que se presenta este defecto cuando “la sentencia atacada 
carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su 
obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la 
soportan.” 

 
El despacho, mediante auto del 19 de abril de 2021, procedió a rechazar de plano 
la oposición sin presentar fundamentos fácticos y jurídicos, desconociendo el 
derecho de defensa y contradicción, pues a la fecha aún se desconocen las 
verdaderas razones por las que se rechazó la oposición de entrega del bien.  
 
Dentro del auto en mención, solo se hizo alusión a los artículos 456 y numeral 4 del 
artículo 465 del Código General del Proceso lo cuales no tienen relación directa 
con el caso concreto, pues el artículo 456 habla sobre la entrega del bien rematado 
y recae todo lo contenido en dicha disposición en el secuestre, no en terceros 
poseedores de buena fe; por su parte el numeral 4 del artículo 565 del Código 
General del Proceso habla de no hacen parte de la liquidación patrimonial los 
bienes activos propios del conyuge o compañero permanente, ni sobre los que se 
haya constituido patrimonio de familia inembargable, los que se hubieren afectado 
a vivienda familiar, así como aquellos que tengan la condición de inembargables, 
normativa que tampoco tiene relación alguna con la petición de oposición a la 
entrega.  
 

FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN 

FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL 

“ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que 
se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las 
formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando 
sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente 
culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado 
escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso 
público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se 
alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces 
por el mismo hecho. 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.” 

FUNDAMENTO LEGAL Y JURISPRUDENCIAL. 



La Corte Constitucional y en general la jurisprudencia colombiana han admitido la 
presentación de tutelas contra providencias judiciales, siempre que se cumplan 
determinados requisitos. Frente a esta temática la Corte Constitucional mediante 
sentencia SU116 del año 2018 expresó: 

“24. Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra 
decisiones judiciales son los siguientes: 

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia 
constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede 
entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia 
constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir 
a otras jurisdicciones. En consecuencia, el juez de tutela debe indicar con 
toda claridad y de forma expresa porqué la cuestión que entra a resolver 
es genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que afecta los 
derechos fundamentales de las partes. 

b. Que se hayan agotado todos los medios  -ordinarios y 
extraordinarios-  de defensa judicial al alcance de la persona afectada, 
salvo que se trate de evitar la consumación de un 
perjuicio iusfundamental irremediable. De allí que sea un deber del actor 
desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico 
le otorga para la defensa de sus derechos.  De no ser así, esto es, de 
asumirse la acción de tutela como un mecanismo de protección alternativo, 
se correría el riesgo de vaciar las competencias de las distintas autoridades 
judiciales, de concentrar en la jurisdicción constitucional todas las 
decisiones inherentes a ellas y de propiciar un desborde institucional en el 
cumplimiento de las funciones de esta última. 

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se 
hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del 
hecho que originó la vulneración.  De lo contrario, esto es, de permitir que 
la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la 
decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica 
ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta 
incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales 
legítimos de resolución de conflictos. 

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que 
la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se 
impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. No 
obstante, de acuerdo con la doctrina fijada en la Sentencia C-591-05, si la 
irregularidad comporta una grave lesión de derechos fundamentales, tal 
como ocurre con los casos de pruebas ilícitas susceptibles de imputarse 
como crímenes de lesa humanidad, la protección de tales derechos se 
genera independientemente de la incidencia que tengan en el litigio y por 
ello hay lugar a la anulación del juicio. 



e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos 
que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que 
hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto 
hubiere sido posible.  Esta exigencia es comprensible pues, sin que la acción 
de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su 
naturaleza y no previstas por el constituyente, sí es menester que el actor 
tenga claridad en cuanto al fundamento de la afectación de derechos que 
imputa a la decisión judicial, que la haya planteado al interior del proceso 
y que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la protección 
constitucional de sus derechos. 

f. Que no se trate de sentencias de tutela. Esto por cuanto los debates 
sobre la protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse 
de manera indefinida, mucho más si todas las sentencias proferidas son 
sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta Corporación, 
proceso en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por 
decisión de la sala respectiva, se tornan definitivas”. (Resaltado fuera de 
texto). “ 

El presente caso cumple con todos los requisitos generales determinados en la 
jurisprudencia colombiana pues en primer lugar es un asunto de relevancia 
constitucional, debido a que se ven comprometidos derechos fundamentales del 
sucrito Por su parte se agotaron todos los medios de defensa judicial y 
extrajudicial, tales como recurso la presentación de la oposición en todas las 
diligencias de entrega y se radicó un nuevo memorial al despacho solicitando el 
aplazamiento de la diligencia. El proceso también cumple con el requisito de 
inmediatez, pues todos los medios de defensa han sido ejercidos de forma rápida, 
una vez ocurridas las vulneraciones. Aunado a lo anterior, se presentó la 
irregularidad procesal de defecto procedimental por exceso ritual manifiesto y 
decisión sin motivación, pues se rechazó de plano la oposición sin respetar el 
procedimiento dispuesto para tramitar la misma y sin precisar las razones de fondo 
de tal decisión. La irregularidad procesal de no tramitar la oposición trajo a la 
fecha la grave consecuencia de la programación de una nueva diligencia de 
entrega, sin admitir oposición alguna y ordenando el uso de la fuera pública de ser 
necesario. He alegado dentro del trámite la vulneración a sus derechos 
fundamentales, especialmente al debido proceso. Por último, la tutela no se 
presenta contra acción de tutela.  

Tal y como se puede observar, se cumplen con todos los requisitos planteados para 
elevar esta acción contra el auto proferido el 19 de abril del año en curso. En 
primera medida, el auto se encuentra ejecutoriado y como se mencionó en 
párrafos anteriores, se cumplen con todos los requisitos de la acción de tutela 
contra providencia judicial, aunado a lo anterior,  se explicó de forma amplia el 
defecto especial procedimental y de decisión sin motivación en el que incurrió el 
juez. 

 



Por último, pero no menos relevante, se trae a colación la sentencia T-768 del año 
2011, proferida por la Corte Constitucional, en la que se aplica el artículo 338 del 
Código de Procedimiento Civil hoy artículo 309 del Código General del Proceso , 
en una oposición similar al presente caso veamos:  

“En el presente caso, la decisión del Tribunal accionado de dar aplicación al 
artículo 338 del Código de Procedimiento Civil no es, para la Sala, irrazonable, y 
mucho menos puede llegar a considerarse que dicha disposición es claramente 
inaplicable al caso expuesto en la presente acción de tutela. Esto es así por cuanto 
la norma en comento se refiere igualmente a la entrega de bienes y tiene en 
cuenta que terceros afectados con la entrega del bien pueden verse perjudicados. 
La perspectiva según la cual terceros deben obtener una oportunidad procesal 
para pronunciarse frente a la entrega de un inmueble objeto de remate no es 
desproporcionada o irrazonable, pues tiene en cuenta la situación, como la 
expuesta por los accionantes, en las que existe un serio debate sobre la viabilidad 
de la entrega. Igualmente, dada la ubicación del artículo 338 en la estructura del 
Código –en el capítulo relativo a la ejecución de las sentencias judiciales-, muestra 
como su aplicación en el caso concreto no es abierta y claramente impertinente, 
sino por el contrario, que el camino seguido por el Tribunal, a pesar de no ser 
unánimemente compartido por otros operadores judiciales involucrados en el 
caso, no es irrazonable o desproporcionado” 

 

Por todo lo anterior, solicito de forma respetuosa la procedencia de la presente acción y 

que se suspenda la diligencia de entrega programada para el 30 de junio del año en curso 

y se le de trámite a la oposición planteada.   

 

 

 

MEDIDA PREVIA 
 

En atención al grave riesgo en el que se encuentran expuestos los derechos fundamentales 

del suscrito en calidad de poseedor del bien en mención, especialmente las garantías al 

debido proceso, defensa y contradicción, solicito su señoría de forma respetuosa que se 

suspenda la diligencia de entrega del bien programada para el próximo miércoles 30 de 

junio de 2021, hasta tanto se tome una decisión de fondo en la presente acción de tutela 

o se le de trámite a la oposición presentada en debida porfa por mi representado.  

 

PRETENSIONES 
 

PRIMERA: TUTELAR los derechos fundamentales, debido proceso, defensa y contradicción 

del señor MAURICIO GÓMEZ RODRIGUEZ 
 



SEGUNDA: En consecuencia de lo anterior dejar sin efectos el auto del 19 de abril de 2019 
proferido por el Juzgado Primero Civil Municipal dentro del proceso bajo radicado 17001 
400 3001 2020 00249 00. 
 
TERCERA: ORDENAR al JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL que proceda a tramitar de 
conformidad a lo dispuesto en el artículo 309 del Código General del Proceso, la oposición 
presentada por el suscrito a través de apoderado el 13 de abril de 2021, la cual fue 
tramitada y remitida por el inspector de policía en debida forma.  

 
CUARTA: Advertir que en caso de incumplimiento pueden ser acreedores a sanciones 

legales, en vista de que se están vulnerando derechos protegidos constitucionalmente. 

 

 
PRUEBAS Y ANEXOS 

 
❖ Fotocopia de la cédula de ciudadanía  
❖ Fotocopia del auto del 19 de abril de 2021 del Juzgado 01 Civil Municipal de 

Manizales.  
❖ Fotocopia del acta de la diligencia realizada el 13 de abril de 2021 realizada por 

el inspector de policía de la plata del municipio de Palestina. 
❖ Copia del memorial presentado al despacho el 25 de junio de 2021. 
❖ Copia del auto del 28 de junio del año en curso.  
❖ Copia de la diligencia de entrega programada para el 30 de junio del año en curso 

 

JURAMENTO 

 

Manifiesto bajo la gravedad del juramento que no he presentado acción de tutela por los 

mismos hechos o derechos.  

NOTIFICACIONES 

 

 

DIRECCIÓN: calle 57g # 10e -118 # 10e- 2ª, oficina 1607, Edificio Verona 

Manizales Caldas 

TELÉFONO: 3135948145 

CORREO ELECTRÓNICO: juanitacortesvelasquez960911@gmail.com  

 

 

 

mailto:juanitacortesvelasquez960911@gmail.com


CONSTANCIA SECRETARIAL: Manizales, 16 de abril de 2021, le informo señora 

Jueza, que el presente proceso pasa a despacho para resolver solicitud y poner en 

conocimiento. 

 
LFMC. 
Oficial Mayor 

 
JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE MANIZALES 

 Manizales, diecinueve (19) de abril de dos mil veintiuno (2021) 

 

RADICADO 170014003001 2020 00249 00 

ASUNTO RESUELVE SOLICITUD y PONE EN 

CONOCIMIENTO 

 

 

Según acta de la diligencia de entrega llevada a cabo el 13 de abril de 2021 

por la Inspección Rural de Policía de la Vereda La Plata, se expone que los 

señores Jhon Fredy Correa Pineda (C.C.75.087.582) y Mauricio Gómez 

Rodríguez (C.C.10.242.473) se opusieron a la entrega de los bienes inmuebles. 

 

Considerando la oposición anunciada a la entrega de los bienes 

SECUESTRADOS al liquidador en este asunto, entrega que fue ordenada ante 

la imposibilidad de que la señora secuestre realizara la diligencia de entrega a 

dicho auxiliar de la justicia, se ordena devolver la actuación a la mencionada 

Inspección para que realice en debida forma la diligencia para la cual fue 

comisionado. 

El comisionado deberá tener en cuenta lo detallado en el auto que ordenó la 

comisión, donde se explica en detalle que se trata de liquidación patrimonial 

de la cual hacen parte bienes EMBARGADOS Y SECUESTRADOS, donde se 

aseguran derechos de varios acreedores entre ellos una menor cuyos derechos 

son prevalentes, así como lo dispuesto en el artículo 308 del código general del 

proceso, y en especial, lo contemplado en el numeral 4 de dicha norma, que 

dispone: 

 
“…4. Cuando el bien esté secuestrado la orden de entrega se le comunicará 

al secuestre por el medio más expedito. Si vencido el término señalado en 

la providencia respectiva el secuestre no ha entregado el bien, a petición 

del interesado se ordenará la diligencia de entrega, en la que no se admitirá 

ninguna oposición y se condenará al secuestre al pago de los perjuicios que 

por su renuencia o demora haya sufrido la parte a quien debía hacerse la 

entrega y se le impondrán las sanciones previstas en el artículo 50. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr001.html#50


 

El auto mediante el cual se sancione al secuestre no tendrá recurso alguno 

y se notificará por aviso. No obstante, dentro de los diez (10) días siguientes 

a dicha notificación podrá el secuestre promover incidente, alegando que su 

incumplimiento se debió a fuerza mayor o caso fortuito, y si lo probare se 

levantarán las sanciones. Este incidente no afectará ni interferirá las demás 

actuaciones que se hallen en curso, o que deban iniciarse para otros fines”. 

 

Así las cosas, considerando también lo dispuesto en el artículo 456 y el numeral 

4 del 565 del código general del proceso, se advertirá al comisionado que en 

la diligencia de entrega de dichos bienes al liquidador NO SE ADMITIRA 

OPOSICION ALGUNA y que deberá auxiliarse de la fuerza pública para dicha 

entrega de ser necesario.  

Devuélvase el comisorio con el oficio correspondiente por Secretaría. 

 

Ahora bien, mediante oficio N° 20480-02-189 la Fiscalía General de la Nación 

indica que debido a que adelanta indagación por el delito de invasión de tierras 

o edificaciones, solicita información sobre el estado actual del presente proceso 

y si las personas que al parecer invadieron el predio denominado La Miranda 

han realizado solicitudes en este proceso. 

 

Al respecto, infórmese a la Fiscalía que el presente es un proceso de 

LIQUIDACION PATRIMNIAL de persona natural no comerciante, donde ya se 

encuentra posesionado el liquidador, señor Juan Carlos Soto Vasco, en el que 

este Despacho ordenó la entrega de los bienes inmuebles del deudor al 

mencionado liquidador; misma que no ha podido llevarse a cabo respecto a 

tres bienes inmuebles embargados y secuestrados desde los años 2018 y 2019, 

debido al incumplimiento de dicha obligación por parte de la secuestre quién 

informó que sobre los mismos se presenta una ocupación irregular por el señor 

John Jairo Correo y otro de quién desconoce el nombre, quienes ocuparon los 

bienes inmueble finalizando marzo o iniciando abril del 2020, y que debido a 

esa situación, la auxiliar puso en conocimiento de la Inspección de Policía de la 

vereda La Plata, la perturbación a la posesión y la mera tenencia de bienes 

inmuebles e interpuso la denuncia ante la Fiscalía. 

 

Igualmente se remitirá a la fiscalía copia de la diligencia de entrega que fue 

iniciada por el señor Inspección Rural de Policía de la Vereda La Plata, donde 

aparece el nombre de las personas que han intentado oponerse a la diligencia 

de entrega de los bienes ordenada por este despacho judicial.  



 

Líbrese y envíese oficio por Secretaría a la Fiscalía General de la Nación 

aportando copia íntegra del informe presentado por la secuestre y de la 

diligencia de entrega, a los cuales se hace alusión en la presente providencia.  

 

Finalmente, se pone en conocimiento las respuestas provenientes de la Oficina 

de Registro de Instrumentos Públicos de Manizales, respecto de los folios de 

matrículas inmobiliarias N° 100-164883, 100-85491, 100-163723, 100-

168803, 100-93048 y 100-41927, visibles en los archivos digitales 

correspondientes a los números 52, 54 a 56 y 65. 
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Junio de 2021 
Señores 
JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE MANIZALES 
E.S.D. 
 

Referencia: Solicitud Aplazamiento Entrega Bienes Inmuebles 

Radicado: 17001 4003 001 2020 00249 00 

 

JUANITA CORTÉS VELÁSQUEZ , identificada con la cédula de ciudadanía número 

1.053.853.299 de Manizales-Caldas, abogada en ejercicio con T.P. número 339.367 

del C.S. de la Judicatura, obrando como apoderada del señor MAURICIO GÓMEZ 

RODRÍGUEZ, identificado cédula de ciudadanía número 10.242.473, en calidad de 

POSEEDOR del predio finca “LA MIRANDA; por medio del presente escrito me permito 

solicitar de forma respetuosa que sea RECONOCIDO que mis mandantes han 

realizado una ocupación pacífica y de buena fe por más de 15 meses en el predio 

denominado “LA MIRANDA” predio sujeto de liquidación patrimonial dentro del 

presente proceso  y  que como consecuencia de ello,  se proceda a DARLE TRÁMITE 

A LA OPISICIÓN A LA ENTREGA presentada por mis representados a lo largo del 

proceso,  y a realizar el APLAZAMIENTO A  LA DILIGENCIA DE ENTREGA DE 

BIENES INMUEBLES, dentro del proceso en referencia, programada para el próximo 

30 de junio de 2021. Las anteriores peticiones se realizan con base en lo siguiente: 

 

1. En el mes de febrero de 2021, dentro del proceso de liquidación se programó la 

diligencia de entrega del bien denominado “La miranda” de la secuestre al liquidador, dentro 

del proceso LIQUIDACIÓN PATRIMONIAL PERSONA NATURAL NO COMERCIANTE, 

donde el deudor es identificado como el señor JHON JAIRO RENDÓN TOBÓN, que 

reposa en su despacho 

 

2. La entrega del predio no se pudo llevar a cabo, habida cuenta que se reportó la 

novedad de que el bien se encontraba ocupado por mi mandante como poseedor de buena 

fe, diligencia en la que intervino mi representado manifestando su calidad dentro de la misma.  

 

3. El día 13 de abril de 2021, a las 10:00 am, se intentó llevar a cabo nuevamente 

la diligencia de entrega de los bienes inmuebles objetos del proceso en referencia.  

 

Ese mismo día, durante el procedimiento llevado a cabo, mi mandante y el señor Jhon 

Fredy Correa en calidad de terceros, procedieron por medio de apoderado a sustentar 

en debida forma y bajo los términos del artículo 309 del Código General del Proceso, 

la respectiva oposición a la entrega de los bienes inmuebles que se encontraban siendo 

objeto de la diligencia ante inspector de policía comisionado para la diligencia, JHON 



FREDDY QUINTERO SOTO quien aceptó la oposición e interrumpió la diligencia. La 

oposición se presentó con base en los siguientes argumentos: 

 

✓ En primera medida, se indicó que los solicitantes no eran parte dentro del 

proceso, por lo tanto, contra ellos no se producía ningún efecto de la sentencia 

proferida dentro del mismo, por lo que se puede ver cumplido el requisito 

contemplado en el numeral primero del artículo 309 del C.G.P., frente a quienes 

son las personas que se pueden oponer y quienes no, veamos: 

 

“Artículo 309. Oposiciones a la entrega 

Las oposiciones a la entrega se someterán a las siguientes reglas: 

1. El juez rechazará de plano la oposición a la entrega formulada por persona 

contra quien produzca efectos la sentencia, o por quien sea tenedor a nombre 

de aquella.” 

 

✓ Allí mismo, se puso en conocimiento que mis poderdantes encontraron el bien 

completamente desprotegido, abandonado, sin cuidado alguno por parte de 

una persona que reconociera el mismo, por lo que a inicios del mes marzo del 

año 2020 tomaron la decisión de habitar el predio de manera pacífica y a 

realizar acciones con ánimo de señores y dueños sobre este.  

En razón de que ninguna persona demostró interés durante las primeras 

inversiones realizadas en el predio, continuaron haciendo diferentes mejoras 

en el mismo, donde puede demostrarse que cada una de ellas se ha llevado a 

cabo de manera pública, sin el uso de la fuerza o de forma violenta y sin 

ostentar mala fe en la ocupación, situación que fue acreditada dentro de la 

diligencia, donde se  exhibieron  pruebas documentales de las mejoras 

realizadas y la posesión, cumpliendo con el requisito consagrado en el 

ordenamiento jurídico de aportar prueba siquiera sumaria para que proceda la 

oposición. 

 

A la fecha, en la finca cuenta con diferentes mejoras, entre ellas se encuentran: 

la siembra de los cultivos de plátano, limones, cebolla y aguacate en grandes 

proporciones, los cuales han exigido de una inversión en el terreno 

mencionado, además del ganado, de la explotación agrícola y vacuna que se 

está ejerciendo que al igual exigen de un gasto, por lo que se acredita la compra 

de la miel de purga, sal y medicamentos para estos. Sumado a ello, el predio 

cuenta con trabajadores pago de nómina de cada uno de los empleados quienes 

se encuentran asistiendo los terrenos, los gastos de caja menor que 

corresponden a aspectos característicos como lo que son las recargas, pago de 

parqueaderos, entre otros; todo lo anterior demuestra que ha sido durante un 



tiempo prudencial la ocupación del bien sin reparo alguno por parte del dueño 

o de un tercero interesado en el bien.  

 

Además de los gastos anteriormente señalados, se encuentran los realizados 

en el predio, la organización y mantenimiento de la vivienda, y la piscina que 

se encontraban en abandono absoluto, para ello se han comprado materiales, 

se ha pagado mano de obra para la reparación de daños en la vivienda, se ha 

comprado cloro y químicos para mantener la piscina en buen estado, se cercó 

el bien, y los demás espacios compartidos que son importantes para el mismo.  

 

Adicionalmente, me permito caracterizar otros gastos que acreditan la 

ocupación y mejoras que se han realizado sobre el predio, como lo es por 

ejemplo la compra de productos de aseo de la finca, el pago de peajes para 

transportar los materiales hasta dicho lugar, como lo  son los alambres de púas 

adquiridos para cercar el bien, los tubos, soldaduras, las llaves, los adaptadores, 

el glifosato, grapas y demás insumos necesarios; compra de accesorios y 

aceites, yodos, grasas para las respectivas guadañadoras; reconocimiento y 

pago de cada una de las facturas que llegan al terreno (luz, acueducto y 

demás), entre otros. 

 

✓ Por último, en la intervención presentada por el abogado de mis representados, 

se solicitó que se le diera el trámite correspondiente a la oposición en calidad 

de poseedores y que se resolviera primero el incidente presentado, toda vez 

que el inspector cumpliendo con su deber legal y amparado en el artículo 309 

del Código General del Proceso en su numeral 7 debía suspender la diligencia 

y remitir el debido informe, en este caso al juzgado comitente. 

 

4. El comisionado en cumplimiento de lo dispuesto por el Código General del 

Proceso, suspendió la diligencia y remitió el respectivo informe a su despacho para 

que decidiera la solicitud presentada en debida forma durante la diligencia.  

 

5. Pese a lo anterior, el 19 de abril del año en curso, el despacho profirió auto en 

el que sin argumentarse una razón de fondo se procedió a rechazar de plano la 

oposición de mis mandantes, desconociendo su calidad dentro del proceso como 

terceros en la diligencia de entrega, las mejoras realizadas y la ocupación pacifica y 

de buena fe que han realizado por más de un año dentro del predio.  

 

6. Adicionalmente, fue recibido y tenido en cuenta un documento aportado por la 

secuestre, en el que se realizan diferentes afirmaciones contra mis representados, las 

cuales no cuentan con el respaldo probatorio y que constituyen graves acusaciones su 

contra. Sin embargo, en dicho documento se reconoce que desde marzo del año 2020 

mis representados ocupan el bien, que se está realizando actividades agricolas y 



ganaderas dentro del mismo y se aportan fotografías que dan cuenta del buen estado 

en el que se encuentra actualmente el predio.  

 

7. Por lo anterior, se evidencia que a mis representados no se les garantizó su 

derecho fundamental al debido proceso, a la defensa y contradicción, pues se cercenó 

su derecho a la oposición, a la entrega y no se les permitió defenderse de los 

pronunciamientos y acusaciones de los que han sido objeto por los intervinientes 

dentro del proceso.  

 

8. Mi mandante ha cumplido a cabalidad con los requisitos de la posesión desde 

la perspectiva legal, doctrinal y jurisprudencial, que son la  concurrencia de dos 

elementos a efectos de integrar en su totalidad la figura: por un lado, el corpus, que 

se traduce en el ejercicio material del derecho, y de otro lado, el animus, que se refiere 

a la voluntad de considerarse titular del derecho,, amparada de manera legal en 

nuestro país, específicamente en el artículo 762 del Código Civil que establece lo 

siguiente: 

 

“Artículo 762. Definición de posesión 

La posesión es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o 

dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por sí mismo, o 

por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él. 

El poseedor es reputado dueño, mientras otra persona no justifique serlo” 

 

Con base en al artículo anterior, podría señor juez darse el reconocimiento de que en 

el predio referenciado a lo largo de esta solicitud, existe una ocupación pacífica e 

ininterrumpida de buena fe, por un periodo de más de 15 meses, donde han llevado 

a cabo las mejoras anteriormente descritas y que durante la ocupación, han ostentado 

ánimo de señores y dueños sobre el mismo. 

 

Adicionalmente, existen suficientes demostraciones de la ocupación en nombre de mi 

representado, tales como las oposiciones que en diligencias anteriores se han 

presentado, el interés de ser parte dentro del proceso, mediante intervenciones en las 

diligencias de entrega en los meses de febrero y abril, en las mejoras realizadas, entre 

otras.  

  

9. Aunado a lo anterior, se debe tener en cuenta que con base en el numeral 

segundo del artículo 309 del C.G.P., mis mandantes cuentan con el derecho y la 

facultad de oponerse a la entrega del bien, veamos:   

 

“...2. Podrá oponerse la persona en cuyo poder se encuentra el bien y contra 

quien la sentencia no produzca efectos, si en cualquier forma alega hechos 



constitutivos de posesión y presenta prueba siquiera sumaria que los 

demuestre. El opositor y el interesado en la entrega podrán solicitar testimonios 

de personas que concurran a la diligencia, relacionados con la posesión. El juez 

agregará al expediente los documentos que se aduzcan, siempre que se 

relacionen con la posesión, y practicará el interrogatorio del opositor, si 

estuviere presente, y las demás pruebas que estime necesarias…” 

  

Es procedente darle trámite a la oposición, pues conforme a dicha disposición 

normativa, mi representado ha alegado en diferentes instancias procesales hechos 

constitutivos de posesión y ha aportado pruebas siquiera sumarias que lo acreditan, 

razón por la cual se le debe dar trámite a la oposición y hasta tanto aplazar la diligencia 

programada para el día 30 de junio de 2021 en la cual se configuraría la entrega del 

bien, en tanto no se garantice el debido proceso que evidentemente estaría siendo 

vulnerado, además de que debería de existir pronunciamiento de fondo frente a la 

posesión como derecho de mis poderdantes. 

 

En este punto, cabe traer a colación la sentencia T-868 del año 2011, proferida por la 

misma Corte Constitucional, en la que se aplica el artículo 338 del Código de 

Procedimiento Civil hoy artículo 309 del Código General del Proceso, en una oposición 

similar al presente caso, veamos: 

  

“En el presente caso, la decisión del Tribunal accionado de dar aplicación al 

artículo 338 del Código de Procedimiento Civil no es, para la Sala, irrazonable, 

y mucho menos puede llegar a considerarse que dicha disposición es 

claramente inaplicable al caso expuesto en la presente acción de tutela. Esto 

es así por cuanto la norma en comento se refiere igualmente a la entrega de 

bienes y tiene en cuenta que terceros afectados con la entrega del bien pueden 

verse perjudicados. La perspectiva según la cual terceros deben obtener una 

oportunidad procesal para pronunciarse frente a la entrega de un inmueble 

objeto de remate no es desproporcionada o irrazonable, pues tiene en cuenta 

la situación, como la expuesta por los accionantes, en las que existe un serio 

debate sobre la viabilidad de la entrega. Igualmente, dada la ubicación del 

artículo 338 en la estructura del Código –en el capítulo relativo a la ejecución 

de las sentencias judiciales-, muestra como su aplicación en el caso concreto 

no es abierta y claramente impertinente, sino por el contrario, que el camino 

seguido por el Tribunal, a pesar de no ser unánimemente compartido por otros 

operadores judiciales involucrados en el caso, no es irrazonable o 

desproporcionado.” 

  

Por todo lo anteriormente dicho y en virtud de lo dispuesto por el ordenamiento 

jurídico y la jurisprudencia, es pertinente señor juez que atienda y despache 

favorablemente la solicitud acá realizada en tanto se deben de proteger los 

derechos de mis poderdantes al ocupar el predio de buena fe, de forma pacífica 



y realizar mejoras en el mismo y otorgarles  el momento de pronunciarse 

respecto a un trámite en el cual se están viendo gravemente afectados sus 

derechos no solo patrimoniales, sino también constitucionales.   

 

PRUEBAS Y ANEXOS 

- Recibos de las inversiones realizadas en materia de mantenimiento de las 

mejoras de la finca.  

- Recibos de facturas de servicios públicos.  

- Fotografías de las mejoras realizadas en el terreno. 

- Material audiovisual del predio posterior. 

- Recibos pago de nómina de trabajadores. 

- Poder conferido. 

 

 NOTIFICACIONES 

Recibiré notificaciones en los siguientes medios:  

DIRECCIÓN: Cra 23 No. 63-15 edificio el Castillo oficina 506. 

TELÉFONO: 3135948145 

CORREO ELECTRÓNICO: juanitacortesvelasquez960911@gmail.com  

 

 

Del señor Juez, Respetuosamente; 

 

Atentamente,  

 

 
  JUANITA CORTÉS VELÁSQUEZ 

  T.P. 339.367 

mailto:juanitacortesvelasquez960911@gmail.com






















































































































CONSTANCIA SECRETARIAL: Manizales, 25 de junio de 2021. En la fecha paso a Despacho 

de la señora Jueza el presente proceso para resolver sobre la solicitud de aplazamiento de la 
diligencia de entrega programada por el comisionado Inspector de Policía de la Vereda La Plata, 
jurisdicción del municipio de Palestina, elevada por la apoderada del señor MAURICIO GÓMEZ 
RODRÍGUEZ, poseedor del predio denominado “Finca La Miranda”. 

 
 
 
SANDRA LUCÍA PALACIOS CEBALLOS 
Secretaria 

 

JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE MANIZALES 
 Manizales, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

RADICADO 170014003001 2020 00249 00 

ASUNTO Ordena correr traslado al comisionado 

 

En atención a la constancia secretarial que antecede, y de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 40 del Código General del Proceso, se ordena correr 

traslado de la solicitud de aplazamiento de la diligencia de entrega elevada por 

la apoderada del señor MAURICIO GÓMEZ RODRÍGUEZ, poseedor del predio 

denominado “Finca La Miranda” al Inspector de Policía de la Vereda La Plata, 

Jurisdicción del Municipio de Palestina, Caldas, quien fuera subcomisionado 

para llevar a cabo la diligencia de entrega de los inmuebles identificados con 

las matrículas inmobiliarias números 100-41927, 100-93048 y 100-168803 al 

liquidador designado en este proceso, quien cuenta con los mismas facultades 

del comitente en relación con la diligencia delegada, de manera que, deberá 

resolver dicha solicitud, no sin antes advertirle que el auto proferido el 19 de 

abril de 2021, por el cual se le ordenó llevar a cabo dicha diligencia de entrega, 

sin admitir oposición a la misma, quedó ejecutoriado el 23 de abril de 2021 a 

las 5:30 p.m., por no haber sido objeto de recurso alguno. 

 

Téngase en cuenta que la comisión para la entrega de los referidos inmuebles 

data del 10 de febrero de 2021, es decir, se trata de una diligencia que se ha 

postergado por más de cuatro meses, pese a que están en juego los alimentos 

de una menor de edad, cuyos derechos son prevalentes. 

 

De otra parte, previo a reconocer personería al apoderado especial de 

REINTEGRA S.A.S., se le requiere para que aporte los documentos de la cesión 

crediticia a que hace referencia en su escrito, de manera que se pueda 

determinar el interés que le asiste a su representada en el presente proceso 



de liquidación patrimonial de persona natural no comerciante, dado que en el 

memorial allegado hace referencia a una acción ejecutiva, veamos: 
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CONSTANCIA DE SECRETARIA: Pasa a despacho del señor Juez 

expediente contentivo de la acción de tutela la cual correspondió a este 

Juzgado por reparto reglamentario del día 28 de junio del 2021. 

 

Manizales, junio 28 de 2021 

MANUELA ESCUDERO CHICA 

SECRETARIA 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

JUZGADO SEXTO CIVIL DEL CIRCUITO 

Manizales, veintiocho (28) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

PROCESO:  ACCION DE TUTELA   

ACCIONANTE:  MAURICIO GÓMEZ RODRIGUEZ 

ACCIONADOS:  JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE MANIZALES 

RADICADO:  1700131030062021-00151-00 

  

Se encuentra a Despacho para resolver sobre la admisión de la tutela que 

instaura por el señor Mauricio Gómez Rodríguez en contra del Juzgado 

Primero Civil Municipal De Manizales, mediante la cual se pretende la 

protección del derecho fundamental al debido proceso. 

 

Una vez examinado el libelo introductor, se advierte que éste reúne los 

requisitos exigidos en los artículos 10 y 14 del Decreto 2591 reglamentado por 

el Decreto 306 de 1992. 

 

De los hechos de la demanda, se desprende la necesidad de vincular a la 

presente acción de tutela a los señores Juan Carlos Soto Vasco y John Jairo 

Rendón Tobón, agente liquidador y demandante y a todos los acreedores 

identificados y por identificar en el proceso bajo el radicado 17001-40-03-001-

2020-00249-00; además de la Inspección De Policía Del Municipio De 

Palestina Caldas – La Plata. 
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También se correrá traslado de la presente demanda y sus anexos a las 

entidades accionadas y vinculadas a través de su representante legal por el 

término de DOS (2) DÍAS contados a partir de su notificación, a fin de que se 

pronuncien sobre los hechos en que se fundamenta la misma. 

 

De otra parte, se solicita como MEDIDA PROVISIONAL, “que se suspenda la 

diligencia de entrega que se programada para el miércoles 30 de junio de 

2021, hasta tanto se profiera el fallo de tutela  o de tramite a la oposición a la 

entrega presentada por el accionante. Por encontrar procedente la petición, en 

virtud a lo establecido en el artículo 7 del Decreto 2591 de 1991, dado que la 

diligencia de entrega se encuentra programada para el día 30 de junio del 

2021, y tiene que ver directamente con la vulneración alegada, se ordenará al 

Juzgado Primero Civil Municipal de Manizales y a la Inspección de Policía del 

Municipio de Palestina Caldas, que se suspenda la diligencia de entrega que 

se encuentra programada para dicha calenda con respecto al “predio 

denominado “LA MIRANDA” ubicado en la vereda “La Plata” en el municipio 

de Palestina-Caldas” hasta que se profiera el fallo de tutela de primera 

instancia en la presente acción de tutela. 

 

Por lo expuesto, el Juzgado SEXTO CIVIL DEL CIRCUITO DE MANIZALES, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: ADMITIR la presente acción de tutela interpuesta por el señor 

MAURICIO GOMEZ RODRIGUEZ en contra del JUZGADO PRIMERO CIVIL 

MUNICIPAL DE MANIZALES. 

 

SEGUNDO: VINCULAR a la presente acción de tutela a los señores Juan 

Carlos Soto Vasco y John Jairo Rendón Tobón, agente liquidador y 

demandante y a todos los acreedores identificados y por identificar en el 

proceso bajo el radicado 17001-40-03-001-2020-00249-00; además de la 

Inspección De Policía Del Municipio De Palestina Caldas – La Plata, ello por 

las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
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TERCERO: COMISIONAR al Juzgado Primero Civil Municipal De Manizales 

para que una vez comunicado este proveído, proceda a notificar la presente 

acción a los señores Juan Carlos Soto Vasco y John Jairo Rendón Tobón, 

agente liquidador y demandante y a todos los acreedores identificados y por 

identificar en el proceso bajo el radicado 17001-40-03-001-2020-00249-00, 

diligencia de la cual se deberá enviar los comprobantes correspondientes.   

 

CUARTO: CORRER traslado de la presente demanda y sus anexos a las 

entidades accionadas a través de su representante legal por el término de 

DOS (2) DÍAS contados a partir de su notificación, a fin de que se pronuncien 

sobre los hechos en que se fundamenta la misma. 

 

SEXTO: REQUERIR AL Juzgado Primero Civil Municipal De Manizales para 

que remita a este despacho judicial el expediente digital correspondiente al 

proceso con radicado 17001-40-03-001-2020-00249-00.  

 

SEPTIMO: DECRETAR LA MEDIDA PROVISIONAL consistente en 

ORDENAR al JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE MANIZALES y a 

la INSPECCIÓN DE POLICÍA DEL MUNICIPIO DE PALESTINA CALDAS, que 

se SUSPENDA la diligencia de entrega que se encuentra programada para el 

día 30 de junio del 2021, con respecto al “predio denominado “LA MIRANDA” 

ubicado en la vereda “La Plata” en el municipio de Palestina-Caldas”, 

hasta que se profiera el fallo de tutela de primera instancia en la presente 

acción de tutela.  

 

OCTAVO: TENER como pruebas las aportadas con la demanda y las que se 

alleguen durante el trámite de la acción de tutela. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

JUAN FELIPE GIRALDO JIMÉNEZ   

Juez 
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